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PRÓLOGO

En años recientes, México es testigo del regreso de la religión a la esfera pública. Múltiples son los signos de ello, desde las crecientes intervenciones de líderes religiosos en asuntos sociales y políticos, hasta la consagración de sus estados a la Virgen María o al Sagrado Corazón de Jesús, hecha por algunos gobernadores de diverso signo ideológico, pasando por la manifestación de las creencias personales de políticos y funcionarios que borran, así, la distinción entre las convicciones personales y la función pública, establecida en México por Benito Juárez y hasta hace poco preservada. El fenómeno, ciertamente, no es exclusivo de nuestro país y, en muchos lugares de América Latina, pero también en Europa, siempre ha estado presente. Sin embargo, hay elementos nuevos en esta situación social y política. El regreso de la religión a la esfera política se da al mismo tiempo que se aprecia una creciente secularización de la sociedad, entendida no como una pérdida de religiosidad, sino como un alejamiento, por parte de los creyentes, de las normas religiosas en las otras esferas de la vida, como la economía o la cultura.

En el caso de México, esta nueva tendencia choca además con una tradición jurídica ya longeva y con una cultura política anclada en la laicidad del Estado. En efecto, se puede afirmar que esta manera de vivir la laicidad, a partir de una estricta idea de separación de esferas, ha sido parte de la cultura política mexicana desde, por lo menos, el establecimiento del liberalismo, a mediados del siglo XIX. Continuada y radicalizada por la revolución de principios del siglo XX, esta laicidad acompañó e hizo posible, hasta cierto punto, un proceso de secularización social, en el que los creyentes pudieron vivir su religiosidad, mientras ganaban autonomía en sus decisiones de vida, por ejemplo, cuántos hijos tener y cuándo procrearlos.

Ahora, sin embargo, se asoman transformaciones políticas y sociales que, así como en otras partes del mundo, ponen en cuestión tanto a esta autonomía moral de los individuos como al Estado laico, que en principio debe garantizarla. Aunque no es el único factor que influye ni es una expresión de ese fenómeno, durante los próximos seis años México tendrá un presidente que se ha asumido públicamente como “cristiano” (lo cual puede significar que es católico, protestante o evangélico) y en repetidas ocasiones ha manifestado posiciones que tenderían a romper el principio de separación señalado. El jefe del Poder Ejecutivo para el sexenio de 2018 a 2024 ha estado a favor de la intervención de miembros de la jerarquía católica en asuntos que le corresponden a los poderes públicos —como la pacificación de zonas violentas o el trato con líderes del crimen organizado—; ha propuesto a sacerdotes para ocupar cargos públicos —como al sacerdote católico Solalinde—, a pesar de que eso está prohibido por nuestras leyes; ha hecho continuas referencias bíblicas para ejemplificar sus acciones, y ha planteado la necesidad de una “constitución moral” para la sociedad mexicana. Todo esto además de identificarse con Jesús de Nazaret y de postularse como una especie de supremo guía espiritual de todos los mexicanos, capaz de articular a creyentes de todas las religiones y a no creyentes. La complicación no reside en la manifestación de sus creencias personales. Para citar sólo un ejemplo, ya Manuel Ávila Camacho —en su campaña presidencial, en 1940— manifestó sus creencias personales, aunque nunca pretendió mezclarlas con la gestión pública. El problema consiste en que el próximo presidente de la República parece ignorar el constitucional principio de separación entre el Estado y las iglesias y, consecuentemente, el de separación entre política y religión. Sobre todo, parece desconocer las consecuencias políticas y sociales de borrar la separación entre el ámbito de las creencias religiosas o filosóficas personales y el de la función pública, lo cual sería grave para efectos de las libertades de las y los mexicanos.

En un país como el nuestro, el ejemplo del presidente de la República es esencial para la vida pública. Lo que hace o no hace tiende a ser replicado por los cientos de miles de funcionarios en todo el país. Si además de eso se tiene la capacidad de controlar o influir en los otros poderes del Estado, como al parecer será el caso, su comportamiento puede tener un impacto trascendental para la sociedad. Por ello, el respeto no sólo a la Constitución y las leyes, sino a la tradición jurídica y política establecida históricamente, se vuelve una cuestión crucial. Los gobiernos cambian, pero el Estado (a menos que haya una revolución e incluso, en ocasiones, a pesar de ésta) permanece. México ha construido, a lo largo de más de siglo y medio, un Estado laico, a partir de un estricto principio (histórico, según la Constitución) de separación. Ese Estado ha hecho posible muchas libertades, comenzando por la libertad religiosa y continuando con otras, como la de expresión, la de prensa, la de las mujeres a decidir sobre su propio cuerpo o la de casarse con la persona de su preferencia, independientemente de su sexo. Constituye, por lo tanto, el marco político-jurídico que puede responder a los nuevos retos que se le presentan a la sociedad, por los avances tecnológicos o por las nuevas concepciones filosóficas o religiosas que tengamos sobre la vida y la muerte. Hacer un recorrido por lo que esto ha significado tanto en México como en otras partes del mundo, no es ocioso. Incluso se vuelve crucial mostrar que la construcción de las instituciones que sostienen este régimen de laicidad no es producto del azar, sino de un prolongado y minucioso proceso sociopolítico. También, que los retos que se nos presentan bajo este régimen siguen requiriendo respuestas.

El más reciente de los esfuerzos en esta histórica construcción es el del establecimiento del principio constitucional de la República laica.1 En efecto, el 30 de noviembre de 2012, el Diario Oficial de la Federación publicó un Decreto del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, mediante el cual se declaraba reformado el artículo 40 de la Constitución. Aunque no necesariamente ligada políticamente, la entrada en vigor del decreto, el 1 de diciembre de 2012, coincidió con el regreso del Partido Revolucionario Institucional a la presidencia de la República, después de doce años de ausencia y de gobierno del Partido Acción Nacional. El nuevo artículo, que entraría en vigor al día siguiente de su publicación, estableció lo siguiente: “Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representativa, democrática, laica, federal, compuesta de Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, pero unidos en una federación establecida según los principios de esta ley fundamental.” 2

La reforma, cuya elaboración había recorrido un largo camino, para al final ser publicada y puesta en vigor de manera simbólica en el momento de la transición de poderes gubernamentales,3 consistía única, pero significativamente, en la introducción de una palabra: “laica”. Implicaba que, a partir de ese momento, los mexicanos asumían de manera formal en su Carta Magna constituirse en una “República laica”, junto con sus otras definiciones.

Es importante aclarar que la introducción del principio de laicidad en la Constitución mexicana no instauró el Estado laico en México, sino que vino a consolidarlo y a establecer formalmente un tipo de gobierno, ya existente, para la cosa pública. En realidad, la reforma al artículo 40 no viene más que a confirmar la existencia en el país de un tipo de Estado en construcción desde, por lo menos, mediados del siglo XIX. Hasta ese momento, el régimen vigente era el heredado por la Colonia y se caracterizaba por una identidad entre el Estado (antes la Corona) y la Iglesia católica, cuyo culto era el único permitido tanto en el espacio público, como en el privado.

El proceso de autonomía formal del Estado respecto a la religión se inicia solamente décadas después de la obtención de la independencia. Antes de ello, el Estado se asume como el protector de la Iglesia católica, única permitida en la nueva nación, sin tolerancia a ninguna otra. Nacimos, pues, como un país intolerante y es sólo paulatinamente que se van dando los pasos para generar instituciones republicanas laicas para establecer libertades, tolerancia e igualdad ciudadana formal. En efecto, el artículo 3o. de la primera Constitución del México independiente (la de 1824), afirmaba: “la religión mexicana es y será perpetuamente la católica, apostólica, romana. La nación la protege por leyes sabias y justas y prohíbe el ejercicio de cualquier otra”.4 Pasar de una República católica a una República liberal significó elaborar una idea de nación muy distinta a la que se había conformado en los siglos anteriores. Aquí intentaremos trazar el recorrido de esa construcción, a lo largo de casi dos siglos.

Es necesario notar también que la reforma constitucional de 2012 en México no se refiere a un Estado, sino a una “República laica”. La definición republicana tiene varios componentes semánticos. Por un lado, hace referencia a los valores liberales (libertad e igualdad) establecidos por la República, en contraste con los estamentales y de privilegios del régimen colonial. Por el otro, identifica una forma específica de gobierno (la democrática republicana), comparada con otras, como la monárquica o la despótica. Finalmente, también tiene que ver con una identidad territorial (la federación), compuesta por estados soberanos pero unidos en una nación.5 No es, por lo tanto, azaroso que se haya escogido el artículo 40 para introducir la laicidad: ésta se define en el caso mexicano en el conjunto de valores republicanos, representativos, democráticos y federales.

Lo anterior significa también que la noción de Estado laico en tanto que conjunto de instituciones de gobierno, régimen o sistema político, se desprende de la específica caracterización de la República (representativa, democrática, laica y federal),6 si bien dicha identificación no está establecida en la Constitución, sino en la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público, cuyo artículo 3o. señala: “El Estado mexicano es laico. El mismo ejercerá su autoridad sobre toda manifestación religiosa, individual o colectiva, sólo en lo relativo a la observancia de la Constitución, tratados internacionales ratificados por México y demás legislación aplicable y la tutela de derechos de terceros”.7 Cabe aclarar que la referencia a los tratados internacionales y demás legislación aplicable fue introducida en agosto de 2010 como consecuencia de la reforma al artículo 1o. de la Constitución, el cual señala que “las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales”.8 Ello generó una iniciativa de reforma al artículo 24 de la Constitución, lo cual permitió desbloquear la reforma al artículo 40, misma que, habiendo sido aprobada por la Cámara de Diputados en febrero de 2010, estaba congelada desde entonces en el Senado. Lo anterior muestra, en todo caso, la estrecha relación existente entre los derechos humanos, las libertades (de conciencia, de religión y de convicciones éticas) y la laicidad.

Por lo demás, es igualmente importante señalar que ni la Constitución ni las leyes se refieren específicamente al concepto de “laicidad”, cuya definición es todavía más abstracta y, por lo tanto, más susceptible de ser interpretada de manera diversa. En otras palabras, en México existen formal y legalmente una República y un Estado laicos, que son referencias más concretas para los jueces, legisladores y funcionarios públicos. Más allá de esto, existe una laicidad debatida y debatible, entendida de múltiples maneras por los diversos actores sociales, aunque hay ciertamente elementos de ésta que comparte una enorme mayoría de la población. Podría suponerse por lo tanto, parafraseando a Émile Poulat, que vivimos bajo un régimen de “laicidad”, que ha sustituido paulatinamente a otro de “catolicidad”.9 Sin embargo, admitiendo lo anterior, se hace necesario definir o tratar de describir lo que en el mundo o en México se entiende por laicidad. Para ello, hay por lo menos tres enfoques posibles: puede intentarse una aproximación idealista acerca de lo que la laicidad “debe” ser, a partir de un modelo supuestamente original o auténtico, o puede reconstruirse lo que esta laicidad ha sido en la práctica, desde sus orígenes, caso por caso, pensando en una especie de matriz con denominadores comunes, pero también con una excepcionalidad permanente, donde cada país tendría una vía propia a la laicidad. La tercera opción, que aquí tomaremos, hace referencia más bien a un conjunto de experiencias similares, interconectadas e incluso retroalimentadas en diversas partes del mundo. Esto permite identificar los comunes denominadores del fenómeno social y político llamado laicidad, al mismo tiempo que se recogen las especificidades de cada experiencia cultural e histórica nacional. Lo anterior es particularmente relevante para nuestro caso, pues es imposible hablar de la construcción de la República laica sin saber cuáles son los fenómenos sociales por identificar. Por el contrario, la tipificación de elementos específicos de nuestra vida sociopolítica hace posible trazar el camino que, hasta ahora, México ha recorrido.

Antes de pasar al cuerpo principal de la obra, me parece importante hacer dos aclaraciones. La primera es que éste no es un texto sobre relaciones Estado-iglesias, aunque es obvio que ellas, y particularmente la católica, son parte del escenario de construcción de la República laica. Por lo tanto, no nos detendremos —salvo cuando sea absolutamente necesario— en la compleja historia de relaciones de los diversos sectores eclesiales con la política. La segunda es que, por lo mismo, tampoco explicaremos las múltiples y añejas resistencias a la construcción del Estado laico, prácticamente todas, desde sus orígenes, provenientes de la Iglesia católica. Que quede claro, sin embargo, que la jerarquía católica se opuso durante siglos al establecimiento del Estado moderno laico y democrático y que si recientemente parece aceptarlo, es siempre bajo la condición de que esté moldeado por las preocupaciones y referencias doctrinales de su Iglesia. Eso, por lo demás, no ha sido exclusivo de la historia mexicana. Tanto en nuestro país como en otras partes del mundo la laicidad tuvo que ser combativa para existir y para transformar el orden jurídico y político. Como bien señala Émile Poulat:

Para retomar una expresión alemana del siglo XIX, la laicidad ha sido en primer lugar un Kulturkampf, un combate por una cierta idea de la civilización y la ambición puesta a su servicio. Ella ha sido, antes que la palabra exista, un espíritu que difundir ante una fuerza que había que romper en vista de una libertad que era necesario instituir: un arma de triple gatillo. El espíritu era el de la Ilustración y la fuerza la de la Iglesia (católica y romana, por supuesto). La libertad era el primero de los tres términos del lema republicano, directamente inspirado por la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, a los cuales la oposición católica les opondrá durante largo tiempo los derechos de Dios.10

“Vivimos —dice Poulat— en un régimen de derecho y de libertades que constituye ‘nuestra laicidad pública’, con sus garantías aseguradas a todos: una realidad autónoma, que ha tomado vuelo independientemente de la idea laica, sin la cual ella no sería, y de la religión católica, que ha hecho todo para que no existiese.”11 No insistiremos ni ahondaremos aquí en la larga resistencia de la Iglesia católica al Estado laico. Pero en la historia de la construcción de la República laica en México no queremos por ello olvidar que lo logrado se pudo alcanzar pese a la resistencia de una jerarquía, que nunca la ha aceptado cabalmente.

En los tiempos actuales, por lo demás, la histórica resistencia a la laicidad, alimentada por el pensamiento conservador y tradicionalista, se ve reforzada por lógicas populistas, nacionalistas, xenófobas. Todas ellas conspiran contra el espíritu de pluralidad, globalidad y apertura, propio de los regímenes laicos, establecidos precisamente para responder a realidades sociales que no son ya culturalmente monolíticas. En ese esquema, la religión, con su “regreso” a la esfera pública, desempeña un papel crucial y ambiguo; por un lado se presenta como un elemento colaborador en la construcción de una sociedad más justa y pacífica, pero por el otro, en la medida en que parte de posturas identitarias exclusivistas, constituye un factor de división social, sobre todo cuando se propone como un elemento ligado a una cultura y a una visión del mundo específicas. En la medida que las religiones tienen ese papel ambiguo, que cambia según las circunstancias en las que éstas se desenvuelven en la sociedad, la discusión sobre su contribución, en un régimen de laicidad, se vuelve complejo. En un país como México, donde la cultura política establecida es laica, de esa complejidad se desprenden entonces los debates sobre el significado, alcances y límites del Estado laico y, por lo tanto, del papel que eventualmente pueden desempeñar las instituciones religiosas en el ámbito público. Nada es definitivo. Por la misma razón, conocer la trayectoria de una idea, de un régimen y de una cultura puede permitirnos saber si queremos continuarla, transformarla, darle un giro o simplemente encaminarla hacia una nueva dirección.

 

1 Una primera versión de esta sección y la siguiente fueron publicadas en la obra Laicidad en México, en Para entender y pensar la laicidad, núm. 31, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Ciudad de México, UNAM, 2013.

2 Secretaría de Gobernación, Diario Oficial de la Federación, 30 de noviembre de 2012. Disponible en línea: <http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5280961&fecha=30/11/2012>.

3 El decreto del Congreso está firmado, en realidad, el 8 de noviembre y el presidente de la República, Felipe Calderón, lo firma hasta el 29 de noviembre, para ser publicado el 30, entrando en vigor, como ya se mencionó, el 1 de diciembre.

4 Versión facsimilar reproducida en <www.diputados.gob.mx/biblioteca/bibdig/const_mex/const_1824.pdf>.

5 Iseult Honohan lo define de la siguiente manera: “El republicanismo cívico trata el problema de la libertad entre los seres humanos, los cuales son necesariamente interdependientes. Como respuesta, propone que la libertad, política y personal, puede ser alcanzada a través de la membresía en una comunidad política, en la que aquellos que son mutuamente vulnerables y comparten un destino común, pueden ser capaces de ejercitar conjuntamente alguna dirección colectiva sobre sus vidas”, en Civic Republicanism, Londres, Routledge, 2002, p. 1. Sobre este tema, véanse también los dos volúmenes editados por Martin Van Gelderen y Quentin Skinner, Republicanism, Cambridge, Cambridge University Press, 2002.

6 Quiero decir con ello que la idea de República no supone automáticamente la de laicidad. Existe, por ejemplo, la República Islámica de Irán, donde la referencia confesional se liga al hecho de que existe un órgano religioso superior que califica la voluntad popular.

7 Secretaría de Gobernación, Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público, México. Disponible en <www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/24.pdf>.

8 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 1o.. Véase Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, Secretaría General, Secretaría de Servicios Parlamentarios. Disponible en <www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1.pdf>.

9 Émile Poulat, Notre laïcité publique, París, Berg International Editeurs, 2003 [ed. esp. Nuestra laicidad pública, Roberto Blancarte (trad.), México, Fondo de Cultura Económica, 2012].

10 Ibidem, p. 24.

11 Ibidem.


1. LAICIDAD Y LAICIDADES

Quizá, lo primero que deberíamos entender es que hay muchas laicidades y las formas de la laicidad varían y se transforman, según las trayectorias y especificidades históricas, nacionales, regionales y locales. Puede haber modelos de laicidad generales, contrastados por las prácticas concretas de cada sociedad. No existen tampoco modelos de laicidad puros, más que en la teoría. Lo que se puede observar en la práctica es un conjunto de ejercicios que pueden ser clasificados de alguna manera a posteriori.

En los debates recientes sobre el tema, es común y hasta cierto punto comprensible que al sustantivo “laicidad” se le haga acompañar de algún adjetivo, sea éste explicativo o calificativo. Así, por ejemplo, hay quienes han hablado de la necesidad de una “laicidad abierta” frente a concepciones más cerradas o rígidas de la misma. Otros han propuesto una “laicidad positiva” ante lo que sería, desde su perspectiva, una forma negativa de concebirla. Muchos defienden la idea de una laicidad republicana, frente a visiones más tradicionalistas de ésta. La Santa Sede hace no sólo una distinción entre laicidad y laicismo, sino que promueve que la primera sea “sana”, en contraste, podemos suponer, con lo que sería una laicidad enferma o nociva. Hay quien habla de una laicidad “subsidiaria”. Se habla en ocasiones de una laicidad “amenazada” o, incluso, una laicidad “falsificada”.1 Las maneras de adjetivarla pueden ser muchas, aunque quizá una comprensión más profunda de su contenido nos debería permitir entender que la laicidad no tendría por qué tener calificativos. Como señala Poulat:

Hoy hablamos mucho de “nueva laicidad”, olvidando demasiado que no ha cesado de renovarse por razones a veces contradictorias. Se habla también de “laicidad abierta”: ¿pero qué sería una laicidad encerrada sobre sí misma, si no la negación o la falsificación de lo que ella pretende ser, principio de organización pública de una coexistencia aceptable y aceptada por todos? Los debates sobre la laicidad son generalmente asunto de perspectiva. En la laicidad, vista de derecha o vista de izquierda, vista por los laicos, los católicos, los protestantes y hoy los musulmanes (enumeración no exhaustiva), cada quien escoge la suya y la enfrenta a los otros.2
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